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Resumen

En Argentina, la Ley de Proteccién de Datos Personales N° 25.326, junto con su
Decreto Reglamentario N° 1558/2001 introduce en su articulo 26 normas referidas
a la prestacién de servicios crediticios, imponiendo obligaciones a los responsables
del tratamiento y reconociendo derechos a los titulares de los datos.

En este articulo, analizaremos el marco regulatorio actual, ofreciendo comentarios
desde el derecho comparado. Examinaremos la legislacién en la regién y en paises de
la Unién Europea. También revisaremos los casos jurisprudenciales mds relevantes
en Argentina relacionados con la prestacién de servicios crediticios bajo la Ley N°
25.326, y la interpretacién de la autoridad de control respecto al articulo 26.

Finalmente, revisaremos los distintos proyectos de reforma del articulo 26 presen-
tados en el Congreso de Argentina, haciendo énfasis en el proyecto para reemplazar
la Ley N° 25.326, recientemente presentado por el Poder Ejecutivo, y en las modifi-
caciones que el mencionado proyecto introduce respecto de la creacién de informes
crediticios.
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Datos personales, decreto reglamentario, informe de crédito o comercial, responsa-
ble del tratamiento, titular del dato, tratamiento

Abstract

In Argentina, the Personal Data Protection Law No. 25,326, along with its Re-
gulatory Decree No. 1558/2001, introduces in its Article 26 norms related to the
provision of credit services, imposing obligations on data controllers and recognizing
rights to data subjects.

In this article, we will analyze the current regulatory framework, offering comments
from a comparative law perspective. We will examine legislation in the region and
in European Union countries. We will also review the most relevant jurisprudential
cases in Argentina related to the provision of credit services under Law No. 25,326,
and the interpretation of the supervisory authority regarding Article 26.

We will finally review the different proposed reforms to Article 26 presented in the
Argentine Congress, with emphasis on the project to replace Law No. 25,326, re-
cently introduced by the Executive Branch, and on the modifications that said pro-
ject introduces regarding the creation of credit reports.
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Personal data, executive order, credit or commercial report, data controller, data sub-
ject, processing.
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Acerca de los informes crediticios y su regulacion argentina

1. Introduccién

En Argentina, la prestacién de servicios de infor-
macién crediticia y el consecuente tratamiento de
datos personales de las personas como resultado de
la prestacion de este tipo de servicios ha sido foco
de distintos debates doctrinarios y jurisprudencia-
les, incluso atn antes de la sancién de la Ley de
Protecciéon de Datos Personales N° 25.326 en el
afio 2000.

El acceso a la informacién crediticia permite cono-
cer la solvencia y el historial financiero-econémico
de las personas fisicas y juridicas que forman par-
te del mercado comercial y, como tal, pueden ser
sujetos de relaciones comerciales con otros partici-
pantes de este mercado'. Sin dudas, conocer este
tipo de informacién trae ventajas para el mercado
y los distintos jugadores. Del mismo modo, exis-
ten ciertos desafios, por lo que su tratamiento debe
realizarse sin perder de foco la dignidad e intimi-
dad de las personas cuyos datos personales son tra-
tados a estos fines.

En efecto, son varias las compafias en Argentina
que se dedican, entre otras actividades, a la presta-
cién de servicios de informacién crediticia, cuyos
datos son consultados diariamente por los partici-
pantes del mercado comercial. Ejemplo de compa-
fifas reconocidas en Argentina son la Organizacién
Veraz y Nosis, que prestan servicios de informa-
cién crediticia desde hace mds de 30 afios.

Con el objeto de regular esta actividad, proteger
los derechos de las personas y permitir que estas
compafias puedan prestar sus servicios, la Ley
de Proteccidn de Datos Personales N° 25.326 de
Argentina (en adelante, la “Ley de Proteccién de
Datos Personales”), junto con su Decreto Regla-
mentario N° 1558/2001 (en adelante, el “Decreto
Reglamentario”), introdujeron en su articulo 26
normas referidas especificamente a la prestacién de
servicios crediticios, imponiendo obligaciones a los
responsables del tratamiento y reconociendo dere-
chos a los titulares de los datos.

En este articulo analizaremos el actual régimen
aplicable a los informes crediticios desde un punto
de vista de la proteccién de los datos, junto con

comentarios bajo derecho comparado, analizando,
asi mismo, la legislacién existente tanto en la re-
gién como en paises de la Unién Europea, como
por ejemplo Espana.

Comentaremos también el trabajo de la Direccién
Nacional de Proteccién de Datos Personales, es-
pecificamente, respecto de la creacién de la Base
Informdtica para la Comunicacién Electrénica In-
terjurisdiccional sobre Datos Personales en Infor-
macién Crediticia y sobre las sanciones impuestas
con fundamento en el incumplimiento de las re-
glas establecidas en la Ley de Proteccion de Datos
Personales.

Asf mismo, revisaremos algunos casos jurispruden-
ciales en Argentina relacionados con la prestacién
de servicios crediticios bajo la Ley de Proteccién de
Datos Personales como también por la interpreta-
cién de la autoridad de control respecto del alcance
del articulo 26.

Por tltimo, repasaremos distintos proyectos de re-
forma al actual articulo 26, haciendo especial foco
en el proyecto integral para reemplazar la actual
Ley de Proteccién de Datos Personales que ha sido
recientemente presentado ante el Congreso de Ar-
gentina y en las modificaciones que el menciona-
do proyecto introduce respecto de la creacién de
informes crediticios.

2. Laregulacién actual en Argentina

En Argentina, la Ley de Proteccién de Datos Per-
sonales regula el tratamiento de datos personales,
en general, y, especificamente en su articulo 26,
incorpora disposiciones respecto de la prestacion
de servicios de informacion crediticia.

Al regular la prestacion de este tipo de servicios, la
Ley de Proteccién de Datos Personales comienza
por establecer una limitacién con relacién a aque-
llos datos que podrén ser tratados por los prestado-
res de servicios de informacion crediticia.

Por un lado, prevé que solamente podrdn tratarse
datos personales de cardcter patrimonial que refie-
ran a la solvencia econémica y al crédito de los ti-
tulares de los datos?, en la medida en que estos sean

1 Alrespecto, Pablo Palazzi identifica como sujetos del sistema de informes comerciales a: (i) los titulares de los datos; (ii) los proveedores
de datos; (iii) las empresas de informes comerciales; (iv) los usuarios que consultan la informacién disponible en las bases de datos de
las empresas de informes comerciales y en las bases de datos publicas; y (v) el Estado (Informes Comerciales, Pablo A. Palazzi, p. 10)

2 A diferencia de otras legislaciones en materia de proteccion de datos personales de la regién, la Ley Argentina protege a los datos
personales tanto de las personas fisicas como de las personas juridicas. Por ende, el tratamiento de datos personales respecto de la
solvencia econdémica de las personas juridicas (empresas) también se encuentra regulado bajo esta disposicion.



obtenidos de fuentes de acceso publico irrestricto
o hayan sido facilitados por los titulares o con su
consentimiento.

La Ley de Proteccién de Datos Personales también
admite, por otro lado, el tratamiento de aquellos
datos que permitan conocer informacién sobre el
cumplimiento o incumplimiento de una persona
respecto de sus obligaciones de contenido patrimo-
nial. Estos datos pueden ser tratados, de acuerdo
con el inciso segundo del articulo 26, cuando sean
proporcionados por el acreedor o por quien actie
en su nombre o interés.

En ese sentido, el Decreto Reglamentario clarifica
que los datos que refieren a los contratos de mutuo,
cuenta corriente, tarjetas de crédito, fideicomiso,
leasing, de créditos en general y toda otra obliga-
cién de contenido patrimonial son considerados
datos relativos al cumplimiento o incumplimien-
to de las obligaciones patrimoniales de las perso-
nas. Son también considerados este tipo de datos
aquellos que permiten conocer el nivel de cum-
plimiento y la calificacién utilizada para precisar
el contenido de la informacién emitida de forma

indubitable.

Luego de limitar los datos personales que podrén
ser objeto de tratamiento en el marco de la pres-
tacién de servicios de informacién crediticia, el
articulo 26 contintia regulando los derechos que
los titulares de los datos tendrdn respecto de la in-
formacién que sobre ellos se trate.

El inciso tercero reconoce el derecho que tienen
los titulares de los datos a requerir a los responsa-
bles de las bases de datos, informacién sobre los
datos, evaluaciones y apreciaciones que sobre ellos
se hayan comunicado a terceros durante los ulti-
mos seis meses.

Ademis, cuando los datos personales hayan sido
obtenidos como consecuencia de una cesién, la
Ley de Proteccién de Datos Personales también
reconoce a los titulares de los datos la posibilidad
de obtener informacién sobre el cesionario de los
datos, en particular, su nombre y domicilio.

Otra limitacién mds se encuentra en el cuarto in-
ciso del articulo 26, que establece que nicamen-
te podrén ser archivados, registrados o cedidos
aquellos datos personales que sean significativos

3 Recordamos que, bajo la Ley de Proteccién de Datos Personales, el consentimiento del titular de los datos es la regla general para

todo tratamiento.
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para evaluar la solvencia econémico-financiera de
los titulares de los datos durante los dltimos cinco
afios. Sobre este tltimo punto, el Decreto Regla-
mentario, prevé que este plazo deberd computarse
desde la fecha de la Gltima informacién adversa
archivada que revele que una determinada deuda
era exigible. Lamentablemente, el Decreto Re-
glamentario no resultd claro respecto a qué debia
considerarse como “Gltima informacién adversa” y,
durante muchos afios, existieron varios casos que
fueron resueltos por los tribunales sobre este pun-
to. Analizaremos las distintas interpretaciones en
el capitulo referido a la jurisprudencia argentina
sobre la materia.

Este mismo inciso establece, por otro lado, una
reduccién del plazo a dos afios cuando el deudor
cancele o de cualquier otra forma extinga la obliga-
cién, imponiendo, asimismo, la obligacién de ha-
cer constar esta circunstancia. Para computar este
plazo, el Decreto Reglamentario establece que se
deberd tener en cuenta la fecha exacta en que se
extingue la deuda.

También en relacién con los plazos de almacena-
miento de la informacién respecto de la solvencia
econdémica de los titulares de los datos, el Decreto
Reglamentario dispone que ningtin plazo resulta
de aplicacién para la eliminacién de los datos de
cumplimiento de las obligaciones sin mora.

Por ultimo, en su quinto inciso, la Ley de Protec-
cién de Datos Personales establece una excepcion
a la necesidad de obtener el consentimiento de los
titulares de datos para el tratamiento de sus datos
personales.® Al respecto, la Ley prevé que no se re-
querird el consentimiento del titular de los datos
para la cesién, ni para la ulterior comunicacién de
la informacién crediticia referida a dicho titular
cuando estén relacionados con el giro de las acti-
vidades comerciales o crediticias de los cesionarios.

A tal efecto, el Decreto Reglamentario, dispone
que el Banco Central de la Republica Argentina
serd el encargado de restringir el acceso a sus bases
de datos disponibles en internet en lo que refiere
a la informacién de personas fisicas, mediante la
exigencia al cesionario del nimero de documen-
to o de cddigo tnico de identificacién tributaria
o laboral del titular de los datos que debe haber
sido obtenido a través de una relacién contractual
o comercial previa entre dichas partes.
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Todo lo anterior nos muestra cémo el legislador
decidié, bajo la Ley de Proteccién de Datos Per-
sonales —en complemento con su Decreto Re-
glamentario—, incorporar reglas estrictas para el
tratamiento de datos personales sobre la solvencia
econémica de las personas.

3. La creacion de la Base Informatica
para la Comunicaciéon Electrénica
Interjurisdiccional sobre Datos Per-
sonales en Informacién Crediticia

El 23 de junio de 2010, la Direccién Nacional de
Proteccién de Datos Personales, en su cardcter de re-
gulador de la Ley de la ley local, estableci6 el sistema
informativo denominado “Base Informdtica para la
Comunicacién Electrénica Interjurisdiccional sobre
Datos Personales en Informacién Crediticia”.

Este sistema informativo tenfa como principal
objetivo poner a disposicién de los responsables
de la prestacion de informacién crediticia las no-
vedades que afecten a los informes crediticios en
relacién con derechos de rectificacién, actualiza-
cién, confidencialidad, supresién y/o bloqueo de
datos personales que hubieran sido comunicados
a la Direccién a través de oficios judiciales, como
también sobre los requerimientos formulados por
la Direccién en tal respecto.

Para fundamentar la creacién de este sistema in-
formativo, la Direccién Nacional de Proteccién
de Datos Personales remarcé las dificultades ex-
perimentadas por los titulares de los datos al mo-
mento de comunicar modificaciones de su informe
crediticio mediante pronunciamientos judiciales o
requerimientos de la Direccién y la consecuente
afectacion a sus derechos por la desactualizacién de
su informacién crediticia.

Adicionalmente, la Direccién se refirié a la ne-
cesidad de contar con mecanismos informativos
que permitan facilitar el acceso a la informacién
actualizada y que, de esta forma, también permi-
tan el cumplimiento del deber de los responsables
del tratamiento de suprimir, sustituir o completar
los datos que sean total o parcialmente inexactos o
se encuentren incompletos, en virtud del principio
de calidad reconocido en el articulo 4 de la Ley de
Proteccién de Datos Personales.

En base a estos fundamentos, la Direccién estable-
cid el cardcter obligatorio de la participacién de los

responsables en el sistema informativo, disponien-
do la obligacién de dichos responsables de acceder
y tomar conocimiento del contenido del sistema
en dfas hdbiles administrativos en forma diaria.

Asimismo, la Direccién previé la participacion op-
cional de aquellos responsables que operen como
fuente informativa de los proveedores de informes
crediticios, debiendo acreditar previamente ante la
Direccién, la necesidad y pertinencia de acceder a
esta informacién.

Si bien el sistema informativo creado por la Direc-
cién Nacional de Proteccién de Datos Personales
implicaba una posible solucién al problema plan-
teado, lo cierto es que fue utilizado en la practica
por no haberse efectivizado el procedimiento para
su puesta en marcha, situacién que motivé su de-
rogacién por parte de la Agencia de Acceso a la
Informacién Publica en el afo 2019%.

4. La interpretacién del articulo 26
por la Direccion Nacional de Pro-
teccion de Datos Personales y por
la jurisprudencia argentina

Como anticipamos en los puntos anteriores, la re-
daccién del articulo 26 dio lugar a debates acerca
de su alcance. En particular, el inciso cuarto que
impone un plazo para el archivo de los datos ha
sido fuente de diversas interpretaciones. De hecho,
este inciso fue largamente debatido por el Congre-
so al debatir la sancién de la Ley de Proteccién de
Datos Personales.

El articulo 26 de la Ley de Proteccién de Datos
Personales en su cuarto inciso prevé lo siguiente:

Sélo se podrdn archivar, registrar o ceder los
datos personales que sean significativos para
evaluar la solvencia econémico-financiera de
los afectados durante los tltimos cinco afios.
Dicho plazo se reducird a dos afos cuando el
deudor cancele o de otro modo extinga la obli-
gacion, debiéndose hace constar dicho hecho.

Por su parte, el Decreto Reglamentario dispone
que:

Para apreciar la solvencia econdémico-financie-
ra de una persona, conforme lo establecido en
el articulo 26, inciso 4, de la Ley N.© 25.326,
se tendrd en cuenta toda la informacién dispo-
nible desde el nacimiento de cada obligacién

4 LaResolucién 165/2019 (disponible aqui) dispone la derogacién de la Disposicion No. 17/2010 de la Direccion de Proteccién de

Datos Personales.



hasta su extincién. En el cémputo de CINCO
(5) afios, éstos se contardn a partir de la fecha
de la dltima informacién adversa archivada
que revele que dicha deuda era exigible. Si el
deudor acredita que la tltima informacién dis-
ponible coincide con la extincién de la deuda,
el plazo se reducird a DOS (2) anos. Para los
datos de cumplimiento sin mora no operard
plazo alguno para la eliminacién.

A los efectos del célculo del plazo de DOS (2)
afios para conservacién de los datos cuando el
deudor hubiere cancelado o extinguido la obli-
gacion, se tendrd en cuenta la fecha precisa en
que se extingue la deuda.

Si bien el Decreto Reglamentario intent aclarar
cudl es el momento a partir del cual se debe com-
putar el plazo de cinco afos, la realidad es que no
lo hizo. El Decreto dispone que debe hacerse a par-
tir de la fecha de la tltima informacién adversa ar-
chivada, sin indicar con mayor detalle qué se con-
sidera por “Gltima informacién adversa archivada”.

Sobre este punto, existen dos corrientes principa-
les de interpretacién. La corriente més restrictiva
considera que la fijacién de un plazo en la Ley de
Proteccién de Datos Personales no implica que los
datos personales que sean ciertos deban ser supri-
midos. Es decir, esta teorfa considera que “mien-
tras la obligacién se encuentre vigente y el acree-
dor continde informando el dato cuestionado, no
se opera el plazo de caducidad previsto en la Ley
de Hébeas Data, estableciéndose una suerte de
primacia respecto de la “realidad patrimonial del
deudor”, o del “derecho al acceso a las fuentes de
informacién crediticia” con relacién al “derecho al
olvido (Cdmara Nacional de Apelaciones en lo Co-
mercial, 2009).

Por el otro lado, la interpretacién menos restrictiva
considera que el plazo de cinco anos debe compu-
tarse desde el momento en que se verificé la mora
del deudor en tanto se considera este momento
como la tltima informacién adversa sobre esa obli-
gacion. En consecuencia, esta interpretacion no
permite que la mera repeticién de determinada in-
formacién mensualmente constituya un obstdculo
para el ejercicio del derecho al olvido sobre estos
datos en particular.

5. La interpretacién de la autoridad
de control

En el Dictamen DNPDP N° 150/2007, la Direc-
cién Nacional de Proteccién de Datos Personales
fue consultada por su interpretacién del inciso

Revista de Actualidad Mercantil N° 8 / e-ISSN: 2523-2851 @

cuarto del articulo 26, indicando que hasta ese
momento, la opinidn era que:

el plazo de 5 afos de la informacién archivada
por la empresa de riesgo crediticio se compu-
tard a partir de la tltima modificacién difun-
dida por fuente legitima (el titular del dato, el
acreedor, fuentes de acceso publico), siempre y
cuando la informacién se produzca mientras la
obligacién se encuentre vigente.

Sin embargo, modificé su opinién sosteniendo que
la interpretacién realizada por la Procuracién del
Tesoro de la Nacién constitufa una interpretacién
més favorable para el titular de los datos y, en con-
secuencia, debfa ser la interpretacién adoptada. Por
lo que, se determiné que el plazo de cinco afios
establecido en el inciso cuarto del articulo 26 debia
computarse desde el momento en que la obliga-
cién se torna exigible.

6. La interpretacién de la jurispru-
dencia argentina

En el caso Estigarribio Rubén Dario ¢/Bankboston
NA s/sumarisimo, del afno 2009, la Cdmara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Comercial interpreté que
el plazo de cinco afios establecido en el articulo 26
inciso cuarto debe comenzar a computarse

desde el momento en que ingresé al registro de
datos la tltima informacién adversa “significa-
tiva” respecto de la situacion econdmica-finan-
ciera de la persona en cuestién, interpretando
que ello ocurrird cuando esa informacién intro-
duzca modificaciones en los datos consignados
respecto de la deuda de que se trate” y aclaré
que “el hecho de que la informacién caduca
sea eliminada de las bases de datos, en modo
alguno afecta a la exigibilidad de dicha deuda
(Cdmara Nacional de Apelaciones en lo Co-
mercial, 2009).

En consecuencia, en el caso es posible observar
cémo la Cdmara Nacional de Apelaciones incliné
su postura hacia la interpretacién menos restrictiva

del derecho al olvido.

Este fallo también es determinante al momento de
interpretar el significado del término “significati-
va’. La Cdmara entiende sobre este punto que

la dltima informacién adversa archivada “signi-
ficativa” debe ser definida como el tltimo dato
modificatorio que haya aportado informacién
sobre la conducta del afectado ante una deter-
minada obligacién. Concretamente serfa nove-
doso el registro de la iniciacién de un proceso
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judicial o del dictado de la sentencia en ese
proceso, por tratarse de actos del acreedor en
procura de percibir una determinada acreencia
(Cdmara Nacional de Apelaciones en lo Co-
mercial, 2009).

Esto dltimo ayudé a zanjar el debate respecto de
qué se entiende por informacién “significativa”.

Una postura similar tuvo la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nacién, en el ano 2011, en el caso “Ca-
tania, Américo Marcial ¢/BCRA — (Base de Datos)
y otros s/hdbeas data”. En el caso, el actor inicié
una demanda contra el Banco Central a fin de ac-
ceder a los datos que obraban en la base de datos
de deudores sobre su persona y, a su vez, contra
el Citibank N.A. por ser quien habia calificado y
remitido su informacién al Banco Central.

El actor consideré que, a pesar de reconocer la exis-
tencia de las deudas en cuestidn, el plazo permitido
para el almacenamiento de la informacién referida
a dichas deudas se encontraba caduco. Ello, por
considerar que

tratdndose de una deuda que data del afio
1997, respecto de la que se ha obtenido una
sentencia favorable al acreedor en el ano 1998,
la informacidn relativa a la morosidad debié ser
eliminada de la base de datos en el afio 2003, al
transcurrir el plazo de 5 afos contemplado en

el articulo 26, punto 4, de la ley 25.326.

Sin embargo, tanto el juez de primera instancia,
como luego la Cdmara Nacional de Apelaciones en
lo Contencioso Administrativo Federal, rechaza-
ron la accién.

En apelacién extraordinaria, la Corte Suprema
consideré que la interpretacién realizada por la
Cémara de Apelaciones no era correcta y que,
en consecuencia, la sentencia del tribunal de se-
gunda instancia debia ser revocada. Entre sus fun-
damentos, la Corte indic6 que no surge de la ley
que el plazo de cinco afios previsto en el articulo
26 deba prorrogarse hasta tanto la deuda resulte
exigible por no haber operado la prescripcién de
la misma.

7. El derecho comparado

El tratamiento de datos personales en la prestacion
de servicios de informacién crediticia y, en parti-
cular, la forma de cémputo aplicable al derecho al
olvido para estos casos ha sido también objeto de
tratamiento por varias legislaciones en diversos pai-
ses de la regién y del mundo.

Asi, por ¢jemplo, en Chile, la Ley No. 19.628 so-
bre la Proteccién de la Vida Privada contiene, en
su titulo tercero, las disposiciones aplicables a la
utilizacién de datos personales relativos a obliga-
ciones de cardcter econdémico, financiero, bancario
o comercial.

Sobre el cémputo del derecho al olvido en mate-
ria de informacién crediticia, la Ley de Chile, Ley
19628 sobre Proteccién de la Vida Privada, prevé
un plazo de cinco afios para el almacenamiento
de esta informacién y dispone que el mismo debe
computarse desde que la respectiva obligacion se
hizo exigible.

En el caso de Uruguay, el plazo para la conserva-
cién de datos personales relativos a obligaciones de
cardcter comercial de personas fisicas también se
limita a un plazo de cinco afios que deberd com-
putarse, en este caso, a partir de su incorporacién.
Sin embargo, la ley uruguaya, Ley 18331 de Pro-
teccién de Datos Personales, prevé que, al venci-
miento de este plazo, el acreedor tendrd derecho a
solicitar por tnica vez un nuevo registro por cinco
afios, en caso de que la obligacién permanezca in-
cumplida.

En cuanto a la informacién sobre las obligaciones
canceladas o extinguidas, la ley uruguaya prevé que
las mismas permanecerdn registradas por un plazo
méximo y no renovable de cinco afos, con expresa
mencién a su cancelacién o extincién, y debiendo
computarse este plazo desde la fecha de la cancela-
cién o extincion.

En Europa, la Ley Orgénica No. 3/2018 sobre la
Proteccién de los Datos Personales y Garantia de
los Derechos Digitales de Espafia, dispone en su
articulo 20 que:

salvo prueba en contrario se presumird licito
el tratamiento de datos personales relativos al
incumplimiento de obligaciones dinerarias,
financieras o de crédito por sistemas comunes
de informacién crediticia cuando se cumplan
los siguientes requisitos (...): d) que los datos
Unicamente se mantengan en el sistema mien-
tras persista el incumplimiento con el limite
méximo de cinco afios desde la fecha de ven-
cimiento de la obligacién dineraria, financiera
o de crédito.

Los ejemplos expuestos anteriormente permiten
demostrar la uniformidad existente sobre el plazo
de conformacién de la informacién crediticia de
los titulares de los datos, tanto en la regién como
también en Europa como legislacién base para la



Argentina y, as{ mismo, las distintas posturas adop-
tadas para el cémputo de dicho plazo.

¢ Sanciones emitidas por la Autoridad de
Protecciéon de Datos Argentina

La Ley de Proteccién de Datos Personales establece
las siguientes sanciones ante el incumplimiento de
sus disposiciones: (i) apercibimientos; (ii) multas
desde ARS 1.000 a ARS 100.000; (iii) suspensio-
nes; (iv) clausura; o (v) cancelacién de la base de
datos. Las infracciones, asimismo, se graddan en
leves, graves o muy graves.

Al respecto, la Agencia de Acceso a la Informacién
Pablica emitié recientemente la Resolucién N°
240/2022, a través de la cual reguld las sanciones
aplicables a distintas infracciones a la Ley de Pro-
teccién de Datos Personales.

En lo que a este articulo concierne, la Resolucién
N° 240/2022 gradia como una infraccién grave a
la Ley de Proteccién de Datos Personales al hecho
de tratar, dentro de la prestacién de servicios de
informacidn crediticia, datos personales patrimo-
niales que excedan la informacidn relativa a la sol-
vencia econémica y al crédito del titular.

Esta infraccién, bajo la mencionada Resolucidn,
es pasible de hasta cuatro apercibimientos, suspen-
sién de uno a treinta dfas y/o multa de ARS 80.001
a ARS 90.000.

En lo que refiere a las penalidades, durante los afios
de vigencia de la Ley de Proteccién de Datos Per-
sonales, la Autoridad de Proteccién de Datos en
Argentina ha impuesto sanciones con fundamento
en el incumplimiento de las disposiciones del arti-
culo 26 de la ley.

Asi, por ejemplo, en marzo del afio 2020, la Agen-
cia de Acceso a la Informacién Publica sancioné a
una reconocida compania de prestacién de infor-
mes crediticios con una multa de ARS 90.000 por
considerar que la misma mantuvo en sus registros
datos inexactos, sin haber realizado las rectifica-
ciones, actualizaciones o supresiones de estos, aun
luego de haber sido requerido por la Autoridad.’

En el caso, un particular presenté una denuncia
contra su banco, la compania de informes crediti-
cios y el Banco Central de la Republica Argentina,
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alegando su incumplimiento a la Ley de Proteccion
de Datos Personales.

La contestacién a la solicitud de acceso presenta-
da por el particular ante la compania denunciada
informé una deuda como “vencida”, sin precisar
los dias de mora ni el significado de la codifica-
cién utilizada para calificar la conducta del titular.
Al requerir més informacién sobre este punto, la
compafia de informes crediticios alegé haber pu-
blicado la informacién en los mismos términos que
fue recibida de parte de las entidades financieras.

Sin embargo, se comprobd en el caso que el banco
—que informd sobre la deuda— precisé en su infor-
me los dias de mora del denunciante. Asimismo,
se comprobd que el denunciante tenfa veintiséis
dfas de mora, plazo que, segin la Comunicacién
“A” 5740 del Banco Central, no podia ser utilizado
como base para considerar “morosa” a una persona.

Si bien la compaiifa de prestacién de informes cre-
diticios justificé la emisién del informe cuestiona-
do en la Comunicacién “A” 5740 que no permiti-
ria informar como moroso al denunciante, por lo
que procedié a informar que la deuda se encon-
traba “vencida”, la Autoridad entendié, entre otras
cosas, que el término “vencida” puede interpretarse
como una situacién “normal” ya que demuestra un
atraso en el cumplimiento de las obligaciones.

En base a lo anterior, la Autoridad de Proteccién de
Datos considerd que los informes crediticios cues-
tionados no brindaron informacién clara sobre la
situacién del denunciante.

8. Proyectos de reforma

Como hemos visto a lo largo del presente, el arti-
culo 26 ha sido, y continta siendo en la actualidad,
uno de los articulos de la Ley de Proteccién de Da-
tos Personales més debatidos. Ello motivé que este
articulo sea también uno de los articulos respecto
de los cuales se han presentado mayores proyec-
tos de reforma. Como mencionamos en la intro-
duccidn, la correcta regulacion del tratamiento de
datos personales para los fines de brindar informa-
cién sobre la solvencia econdmica de las personas
constituye una necesidad fundamental a los efec-
tos de salvaguardar la dignidad e intimidad de las
personas objeto de dicha informacién. Del mismo
modo, la posibilidad de poder contar con informes

5 Resoluciéon 2020-43-APN-AAIP. 3 de marzo de 2020 (https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/rs-2020-43-apn-aaip_3.pdf).
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crediticios es de suma utilidad para el mercado y
los negocios.

A continuacidén, expondremos aquellos proyectos
de reforma mds relevantes presentados reciente-
mente®.

1. Proyecto No. 0835-D-2022

Este proyecto ha sido presentado por la diputada
Ana Carolina Gaillard, con la intencién de modifi-
car el articulo 26 de la Ley de Proteccién de Datos
Personales.

Conforme expone en sus fundamentos, el proyecto
intenta conseguir una mayor equidad para los titu-
lares de los datos en el marco del tratamiento de su
informacidn crediticia. La autora reconoce que los
titulares de los datos objeto de calificaciones sobre
su estado de solvencia se ven gravemente afectados
por dichas calificaciones.

A los efectos de brindar una mayor tutela a los titu-
lares de los datos, el proyecto propone, en primer
lugar, modificar el inciso tercero del articulo 26,
incluyendo la obligaciones de aquellos que presten
servicios de informacién crediticia de notificar, en
un plazo de quince dias, a los titulares de los da-
tos acerca del registro de su informacién. De esta
manera, el titular podrd demostrar o, en su caso,
efectuar la cancelacion de la deuda o ejercer su de-
recho a recabar, ampliar, rectificar o suprimir sus
datos personales.

Por otro lado, el proyecto propone modificar el
tiempo del computo del plazo de 5 afios durante
los cuales pueden archivarse, registrarse o cederse
datos significativos para evaluar la solvencia econé-
mico-financiera de las personas. Bajo el proyecto,
ese plazo se contard desde el momento en que se
registre la constitucion en mora de la obligacién y
una vez cumplido los datos deberdn ser eliminados
inmediatamente de la base de datos.

La eliminacién inmediata también aplica para el
caso en que se cancelen las cuotas vencidas o se ex-
tinga la obligacion, desde el momento en que dichas
cuotas sean abonadas o la obligacién se extinga.

Por dltimo, el proyecto dispone que las entidades
crediticias deberdn realizar dos notificaciones: (i)
por un lado, deberdn notificar, dentro del quinto
dia habil de producida la cancelacién o extincién

de la deuda, sobre dicha situacién a los bancos de
datos publico y/o privados a los efectos de que
estos procedan a la supresién total y definitiva de
los datos en sus registros; y (ii) por el otro lado, al
deudor sobre el cumplimiento de la primera notifi-
cacién. En caso de no efectuarse las notificaciones
previstas, las empresas crediticias serdn pasibles de
las sanciones reconocidas bajo la Ley de Proteccion
de Datos Personales como también de la accién
por dafios y perjuicios.

2. Proyecto No. 0547-S-2023

El proyecto No. 0547-S-2023, presentado por la
entonces senadora argentina, Lucila Crexel, busca
modificar la actual redaccién del articulo 26 de la
Ley de Proteccién de Datos. Esta modificacion
busca resolver ciertas contradicciones que la autora
del proyecto reconoce en el articulado.

En primer lugar, el proyecto modifica el inciso se-
gundo del articulo 26 para incluir la obligacién de
los acreedores —o de quienes actden en su nom-
bre— de notificar al titular de los datos fehacien-
temente sobre el tratamiento de datos personales
referidos a su cumplimiento o incumplimiento de
obligaciones de contenido patrimonial. De apro-
barse el proyecto, los obligados deberdn brindar la
notificacién en un plazo médximo de treinta dias
habiles desde el registro del titular de los datos en
la base de datos en cuestién.

Por otro lado, el proyecto incorpora una nueva
limitacién para los responsables de tratamiento al
disponer que estos deberdn limitarse a realizar un
tratamiento objetivo de la informacién que obtie-
nen y prohibiéndoles, en contracara, la realizacién
de valoraciones subjetivas.

Por dltimo, a través de la modificacién del inciso
cuarto, el proyecto busca clarificar el debate res-
pecto del cdmputo del plazo para el derecho al
olvido. Si bien mantiene el plazo de cinco afos
que reconoce actualmente la Ley de Proteccién de
Datos Personales, limita este plazo a la fecha de su
incorporacién. De esta forma, el proyecto elimina
las interpretaciones que permitan una renovacion
constante del plazo de cinco afios dada la poca cla-
ridad existente en la redaccién actual.

Adicionalmente, en sus fundamentos, la senadora
explica la afectacién que produce a los titulares de
los datos el hecho de que sus datos puedan ser al-

6 Al momento de escribir el presente articulo, todos los proyectos mencionados contintian teniendo estado parlamentario.



macenados por dos afios mds luego de haber sido
cancelada la deuda. En palabras de la autora del
proyecto, “(...) no llega a comprenderse qué signi-
ficado tiene conocer qué hace afios una persona fie
inhabilitada para operar en una cuenta corriente
bancaria, si desde hace otros tantos es una puntual
cumplidora de sus obligaciones”.

En consecuencia, el proyecto elimina este plazo y
prevé que, en aquellos casos en que el deudor cum-
pla o de cualquier forma extinga sus obligaciones,
el acreedor —o quien acttie en su nombre— deberd
informar al responsable del tratamiento sobre esta
situacion en un plazo de treinta dias hébiles desde
operada tal extincidn, teniendo el responsable del
tratamiento, asimismo, un plazo de 5 dias hébiles
de recibida la comunicacién, para actualizar y su-
primir el dato, asentando la nueva situacién como
también para comunicarlo al titular de los datos.

3. Proyecto No. 0693-D-2023

Otro proyecto fue presentado por el diputado Car-
los Radl Zapata, quien propuso incorporar un inci-
so 6 al articulo 26 de la Ley de Proteccién de Datos
DPersonales. La redaccién propuesta es la siguiente:

Serd obligacién de las empresas acreedoras y
de aquellas organizaciones responsables de los
registros, archivos bancos o bases de datos de
comunicar dentro de las 48 (Cuarenta y Ocho)
horas de producida la cancelacién o extincién de
la deuda por parte del usuario y/o consumidor.

En los fundamentos de la presentacién del pro-
yecto, el diputado explica que la intencién del
agregado en la propuesta es la de ayudar a los con-
sumidores a modificar su situacién patrimonial en
el eventual caso de que la deuda haya sido can-
celada o extinta. Para ello, pone en cabeza de las
empresas acreedoras la obligacién de realizar una
comunicacién efectiva respecto de la cancelaciéon
o extincién de una deuda.

9. El proyecto de reforma de la Ley de
Proteccion de Datos

Recientemente, el Poder Ejecutivo Nacional pre-
sent6 ante el Congreso de la Nacién Argentina un
nuevo proyecto para reformar la actual Ley de Pro-
teccién de Datos Personales. Este proyecto fue el
resultado de un trabajo conjunto entre la Agencia
de Acceso a la Informacién Publica y los miembros
mis relevantes del sector publico y privado.

Al igual que lo hace la actual Ley de Proteccién
de Datos, este proyecto también regula especifi-
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camente el tratamiento de datos personales en el
marco de la prestacién de servicios crediticios. De
hecho, el Proyecto incorpora un capitulo completo
con regulaciones sobre esta materia.

El Capitulo 6 del proyecto denominado “Protec-
cién de Datos de Informacién Crediticia” se con-
forma de 4 articulos (articulos 49 a 52).

El articulo 49, en primer lugar, establece la nece-
sidad de contar con una base legal para el trata-
miento de datos personales de cardcter patrimonial
relativos a la solvencia econdmica y al crédito de
una persona.

Como una novedad, este articulo prohibe expre-
samente la posibilidad de tratar datos personales
pertenecientes a los parientes del titular de los da-
tos, permitiendo, excepcionalmente, en el caso en
que participen dentro de una misma sociedad co-
mercial. El articulo también prohibe el tratamien-
to de datos comerciales negativos que refieran a la
prestacién de aquellos servicios publicos conside-
rados esenciales.

Por su parte, el articulo 50 regula los plazos de con-
servacién de la informacién crediticia, replicando,
en su mayoria, el inciso cuarto del articulo 26 de la
Ley de Proteccién de Datos Personales y de su De-
creto Reglamentario. Si bien el articulo 50 dispone
la forma en que debe ser computado el plazo de 2
afos, nada establece sobre el cémputo del plazo de
5 afios, por lo que no es posible precisar si deberd
computarse de la misma forma en que lo prevé el
Decreto Reglamentario.

En cuanto a los derechos de los titulares de los da-
tos, el articulo 51 del Proyecto reconoce nuevos
derechos a los titulares. En particular, este articulo
reconoce el derecho a obtener informacién respec-
to del detalle de la férmula aplicada en la elabo-
racion de sistemas de puntuacién y/o calificacion
que se basen en el comportamiento crediticio de
las personas, informacién sobre las variables consi-
deradas, el procedimiento y la informacién que se
toma en cuenta e informacién sobre el algoritmo
que se utiliza y su composicion.

Asimismo, el articulo 51 pone en cabeza de las en-
tidades crediticias, financieras y de cualquier otro
acreedor, la obligacién de comunicar en forma di-
ligente a los titulares de los datos cuando exista un
cambio de situacién crediticia. Esta comunicacién
debe ser realizada por un medio que permita acre-
ditar su envio y fecha.
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Adicionalmente, cuando la situacién crediticia de
una persona pase de cumplimiento normal de sus
obligaciones a incumplimiento, entonces la obliga-
cién mencionada en el pérrafo precedente debe ser
cumplida en el plazo de diez dias hébiles de produ-

cida la nueva clasificacién.

En todos los casos, corresponde al cedente la carga
de cumplir con la comunicacién prevista en este
articulo.

El articulo 51 trae otra novedad en materia de dere-
chos reconocidos a los titulares de los datos a quie-
nes se les deniegue la celebracién de un contrato,
solicitud de trabajo, servicio, crédito comercial o
financiero, con sustento en un informe crediticio,
quienes tendrdn derecho a ser informados sobre di-
cha circunstancia, asi como a recibir informacién
sobre la empresa que proveyé el informe en cues-
tién y a recibir una copia del mismo.

Por dltimo, el articulo 52 regula el rol del
Banco Central de la Republica Argentina en el
tratamiento de datos personales con fines crediti-
cios y establece que dicha entidad publicar, en el
marco de sus competencias, la informacién cedi-
da por entidades crediticias que refiere al cumpli-
miento o incumplimiento de obligaciones patri-
moniales, debiendo hacerlo de una manera amplia
y transparente.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que el titu-
lar de datos quisiera ejercer alguno de sus derechos
reconocidos en el proyecto (es decir, rectificacién,
oposicién, supresién o portabilidad) en relacién
con los datos publicados por el Banco Central, de-
ber4 hacerlo, conforme el articulo 51, ante la enti-
dad cedente del dato cuestionado.

De existir alguna modificacidn, ésta deberd ser in-
formada al Banco Central por las entidades credi-
ticias a efectos de que proceda a la actualizacién de
sus bases de datos. El proyecto no prevé un plazo
para el cumplimiento de esta obligacién por parte
del Banco Central, sino que se limita a indicar que
debe realizarse en un tiempo razonable, que depen-
derd de las capacidades operativas de la entidad.

10. Conclusiones

Los informes crediticios sin dudas proporcionan
informacién valiosa sobre las personas, cuya uti-
lidad se centra puntualmente en la conclusién de
relaciones comerciales entre distintos actores del
mercado comercial.

Asi, los acreedores pueden conocer, de forma pre-
via, la situacién econémica-financiera de su con-
traparte y contar con herramientas suficientes para
concretar o no un determinado negocio.

Sin embargo, como hemos visto, el tratamiento
de esta informacién debe darse en un contexto de
proteccién a los titulares de los datos, de forma tal
que se eviten posibles vulneraciones a sus derechos
y; principalmente, a su dignidad.

En este sentido, al regular el tratamiento de datos
personales a los fines de la prestacion de servicios
de informes crediticios, la regulacién argentina
—en concordancia con los criterios adoptados por
la jurisprudencia argentina— sin duda han tomado
un papel fundamental en el avance de la industria
de informes crediticios, sin perder de vista la nece-
sidad de resguardar a las personas fisicas o juridicas
objeto de este tipo de informes.

La Ley de Proteccién de Datos Personales de Ar-
gentina, como hemos explicado a lo largo del ar-
ticulo, se encuentra en armonia con muchas legis-
laciones a nivel mundial. Sin perjuicio de ello, las
modificaciones propuestas en el proyecto presenta-
do ante el Congreso de la Nacién podrian acercar
atn mds a Argentina al régimen legal existente en
la regién y en el mundo, aplicable al tratamiento
de informacién crediticia de las personas, otorgan-
do asi un marco regulatorio mds amplio a este tipo
de tratamiento de datos personales.
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